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ELEMENTOS QUE CONFORMAN LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN: EL DERECHO A INFORMAR Y A OPINAR
Tal como se venía manifestando en el apartado anterior, la libertad de expresión 
es un derecho constitucional fundamental (un derecho humano). El artículo 20 de 
la Carta Política consagra varios derechos y libertades fundamentales distintos a 
la luz de los convenios internacionales:
(a) La libertad de expresar y difundir […] Esta libertad fundamental constituye la 
libertad de expresión stricto censo, y tiene una doble dimensión –la de quien se ex-
presa, y la de los receptores del mensaje que se está expresando, (b) La libertad de 
buscar o investigar información sobre hechos, ideas y opiniones de toda índole, que 
junto con la libertad de informar y la de recibir información, configura la llamada 
libertad de información, (c) La libertad de informar, que cobija tanto información 
sobre hechos como información sobre ideas y opiniones de todo tipo, a través de 
cualquier medio de expresión; junto con la libertad de buscar información y la li-
bertad de recibirla, configura la llamada libertad de información, (d) La libertad y el 
derecho a recibir información veraz e imparcial sobre hechos, así como sobre ideas y 
opiniones de toda índole, por cualquier medio de expresión. Junto con los anteriores 
elementos, configura la libertad de información, (e) La libertad de fundar medios 
masivos de comunicación, (f) La libertad de prensa, o libertad de funcionamiento 
dichos medios masivos de comunicación, con la consiguiente responsabilidad social, 
(g) El derecho a la rectificación en condiciones de equidad, (h) La prohibición de 
la censura, cualificada y precisada por la Convención Americana sobre Derechos 
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la violencia y el delito, cualificada y precisada por la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y la Convención internacional sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial, (j) La prohibición de la pornografía infantil, y (k) 
La prohibición de la instigación pública y directa al genocidio (sentencias T 391 de 
2007 y T 218 de 2009).
En cuanto a la inclusión de la libertad de opinión dentro de la libertad de expre-
sión, se puede leer el siguiente apartado expresado por la Corte Constitucional:
La libertad de expresión, en consecuencia, además de ser fundamental e inherente a 
todas las personas, puede ser definida como un derecho que le permite a todos, comuni-
car y exteriorizar libremente sus pensamientos, opiniones, conceptos, ideas y creencias 
a través de cualquier medio que sea pertinente para el efecto, oral, escrito, impreso, 
artístico, etc., y el derecho derivado de esa garantía, a no ser molestado por dichas 
expresiones (sentencias de la Corte Constitucional T-1198 de 2004 y T 218 de 2009).
Así las cosas, este derecho debe estudiarse desde diversos ámbitos de aplicación. 
Cabe recordar que, al ser derechos fundamentales, sus características normativas 
hacen que sean considerados como principios, normas de textura abierta del dere-
cho que determinan en su expresión de lenguaje varios significados, dependiendo 
del contexto donde se apliquen. Como tal, sobre ellos existe la posibilidad de con-
centrar gran multitud de casos que pueden ser dilucidados desde su posición, de 
tal suerte que su aplicación radica en el grado de interpretación que haga el juez 
constitucional para explicar un caso en particular. Por otra parte, son mandatos 
de optimización que concretan formas de interpretación correctas del derecho que 
hacen legítimo el actuar del Estado frente a la sociedad. Son, entonces, parámetros 
éticos sobre los cuales se basa un sistema de interpretación legítimo del derecho y 
deberes que el Estado tiene que garantizar. Sin embargo, dentro de estas normas no 
se establece la forma concreta en que se deben utilizar en un contexto determinado. 
Por lo tanto, le corresponde al juez constitucional especificar su ámbito de aplica-
ción en cada caso en particular (Hart, 1961; Dworkin, 2007; Alexy, 2003 y 2001).
Es por esto que las sociedades democráticas desarrollan el derecho a la liber-
tad de expresión delimitando diferentes formas en las que este puede operar, sin 
que ello quiera decir que no existan otras maneras novedosas sobre las cuales se 
pueda plantear la aplicación de este principio. El ejemplo más notorio sobre lo 
planteado son las redes sociales tales como Facebook o Twitter: ámbitos de apli-
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hombre no se tenían considerados. Tanto es así que hoy en día se permite decir 
que estamos frente a una sociedad globalizada a la que autores como Manuel 
Castells denominan “la sociedad de la información”. En el mismo sentido, el 
profesor Pablo Navarro Sustaeta establece que esta es una característica de las 
sociedades postindustriales. Según este autor, el uso de las redes sociales ha gene-
rado una revolución de la comunicación, que hoy en día se enerva desde el uso de 
nuevas tecnologías como la plataforma óptima para la concreción de los derechos 
en estudio (Castells, 1997; Castro Cuenca, 2009).
Ahora bien, entre mayor ámbito de aplicación tienen estos derechos, mayor 
responsabilidad tienen los que generan su realización. Piénsese que con las infor-
maciones y afirmaciones que se hagan inevitablemente se ponen en tela de juicio 
los derechos de otras personas. Por lo tanto, su posible vulneración va a producir 
un daño de tal magnitud que haría infructuoso su resarcimiento. Plantéese por 
ejemplo la afectación de los derechos y garantías fundamentales de los procesa-
dos en materia penal cuando sobre estos se generan juicios paralelos de respon-
sabilidad; en este caso, el abuso del ejercicio del derecho a libertad de expresión 
coloca en un serio aprieto a aquel que probablemente podría recibir un castigo, 
que es el más grave de todos: la imposición de una pena. La pregunta sigue ela-
borándose desde la modernidad: ¿Qué pasa si esa persona es inocente? (Derecho 
penal clásico: Beccaria, Carrara, en el garantismo penal: Baratta, Ferrajoli). Por 
ello se ha dotado al derecho penal de garantías para que la acción penal se ejecute 
en un ámbito de transparencia, objetividad e imparcialidad, que legitime la pena 
cuando el Estado logre derrumbar la presunción de inocencia de aquel que ha sido 
juzgado (sobre este punto se puede leer a Bacigalupo, 2002 y Ferrajoli, 2005).
Así pues, los derechos en comento permiten el ejercicio del pluralismo, el 
debate y control sobre las actividades públicas que le interesan a la sociedad. Su 
conceptualización debe partir del reconocimiento de la responsabilidad que im-
plica el ejercicio de este derecho. En este escenario se debe llegar a concluir que, 
como todo derecho fundamental, este es absoluto en el grado de su reconocimien-
to y es relativo en su ejercicio, pues debe entenderse que dentro de la vida coti-
diana los derechos fundamentales se encuentran en pugna, es decir, se encuentran 
permanentemente confrontados frente a otros derechos que son inherentes al ser 
humano y que tienen la misma naturaleza. Por ello, frente a cada derecho existen 
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El derecho a la libertad de expresión presenta restricciones en su ámbito de 
aplicación, las cuales generan responsabilidades ulteriores teniendo en cuenta la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos, consagradas en el artículo 
13.2, que determina que para que pueda limitarse la libertad de expresión deben 
verificarse tres condiciones: “1) deben estar expresamente fijadas por la ley; 2) 
deben estar destinadas a proteger ya sea los derechos o la reputación de los de-
más, o la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o moral 
pública; y 3) deben ser necesarias en una sociedad democrática”.
Al mismo tiempo, las medidas de restricción deben cumplir ciertos parámetros 
porque, de no existir, estas restricciones se tornarían en absolutas. Por tanto, en el 
caso de Herrara Ulloa contra Costa Rica, por ejemplo, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos señala algunos aspectos que se deben tener en cuenta. Así pues, 
la necesidad y la legalidad de las restricciones deben ir dirigidas a satisfacer un 
interés público imperativo; debe escogerse aquella medida que vulnere en menor 
medida el derecho protegido. Además, la medida debe ser útil, oportuna, proporcio-
nal y justificada en intereses colectivos fundamentales que determinen una mayor 
preponderancia del interés general que se encuentre sobre la libertad de expresión.
Por otra parte, la Convención Europea de Derechos Humanos reafirma que 
para realizar la restricción de este derecho fundamental no basta simplemente con 
argumentar la utilidad y la oportunidad de la medida, sino que debe obedecer a 
una necesidad social imperiosa, que justifique su objetivo (Jiménez Ulloa, 2010).
Cada uno de los Estados y de las organizaciones internacionales de derechos 
humanos conciben y respaldan los valores supremos y trascendentales que inspiran 
la democracia, teniendo como aliado fundamental la libertad de expresión. Esta se 
coloca por encima de otros derechos como la honra, la intimidad y el buen nombre, 
sin que ello implique la imposibilidad de efectuar un ejercicio de ponderación o 
de test de proporcionalidad de derechos cuando estos se encuentren en pugna. Es 
decir, una cosa es entender la preeminencia de los derechos comprendidos como 
libertad de expresión dentro del contexto democrático y otra que se entienda que 
estos siempre estén por encima de otros sin importar el caso. El ejercicio de ponde-
ración debe seguir siendo efectivo, comprendiendo una situación sumamente clara 
y que revista de cierta gravedad para que sean amparados los derechos. Aparte de 
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de satisfacer la posibilidad de restricción debe concretarse en explicar adecuada y 
proporcionalmente la medida para que ella pueda concretarse. 
En tal sentido, se comprende que cuando estamos frente a la restricción del 
derecho a la libertad de expresión es imperioso realizar un test de proporciona-
lidad tal y como lo avocan la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos.
Aparte de ello, dicha restricción debe estar designada en una ley de manera 
precisa y exacta, la cual explique los motivos por los cuales se restringe la libertad. 
Además, se deben fijar los fines legítimos que persigue la restricción a la medida. 
Sin embargo, cabe señalar que dichas finalidades difieren, pues en la convención 
americana se circunscriben al respeto y a la protección de los derechos o la reputa-
ción de los demás, así como a la protección de la seguridad nacional, el orden pú-
blico, la salud o la moral pública, mientras que la Convención Europea de Derechos 
Humanos se remite a seguridad nacional, integridad territorial o seguridad pública, 
la defensa del orden, la prevención del delito, la protección de la salud o la moral, 
la protección de la reputación o de los derechos ajenos, la prohibición de la divul-
gación de información confidencial y la garantía de la autoridad e imparcialidad del 
poder judicial. Esto nos lleva a pensar que, frente a este punto, en América Latina la 
restricción a la libertad de expresión es menor que en Europa o, en otras palabras, el 
ámbito de aplicación de la restricción en América es menor que en Europa. 
Otro elemento que conforma este juicio es la consideración de que dichas res-
tricciones deben ser necesarias para alcanzar el objeto propuesto dentro de una 
sociedad democrática. En ese sentido, finalmente se debe ejecutar un test de propor-
cionalidad entre el objetivo planteado y la finalidad perseguida, de tal forma que no 
se vulneren valores democráticos de vital trascendencia para la sociedad y que las 
razones que sirven de base para las restricciones no obedezcan a simples caprichos 
de aquel que solicita la restricción del derecho. Así como antes, se puede estable-
cer una comparación: mientras la Convención Americana de Derechos Humanos 
exige un interés colectivo fundamental para ese propósito, la Convención Europea 
demanda una necesidad social imperiosa. Esto quiere decir que no cualquier 
tipo de argumentación para la consecución de la restricción es legítima, sino que 
ella debe obedecer a razones que superen los requisitos que aquí acabamos de des-
cribir (Opinión Consultiva 5 de 1985, Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, Caso La 
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La Corte Constitucional, en diferentes jurisprudencias, al referirse sobre el pre-
sente tema de estudio (sentencias T 512 de 1992, T 611 de 1992, T 080 de 1993, T 
332 de 1993, T 259 de 1994, T 293 de 1994, T 074 de 1995, SU 056 de 1995, T 322 
de 1996, T 066 de 1998, T 605 de 1998, SU 1723 de 2000, T 036 de 2002, T-1198 
de 2004, T-391 de 2007 y T 218 de 2009], expresa la importancia de delimitar el 
derecho a la información y a la libertad de opinión (en lo que respecta a la actividad 
periodística), pero nunca limitarla, puesto que ello ocasionaría un grave peligro para 
la democracia, corriendo el riesgo de que en diferentes oportunidades las informa-
ciones que se expresen por parte de los medios de comunicación vulneren los dere-
chos fundamentales a la honra, al buen nombre y a la intimidad de los individuos.
Por otra parte, el ordenamiento jurídico que rige la acción de tutela (Decreto 
2591 de 1991, art. 42), en nuestro Estado, contempla como requisito indispensa-
ble que para acudir al mecanismo constitucional debe efectuarse previamente el 
derecho a la rectificación de la información, todo ello partiendo de la concepción 
de que el medio informativo actúa bajo el postulado del principio de la buena 
fe (instaurado en el artículo 83 de la Constitución Nacional) y que por ello, si 
la información suministrada al público es errónea, debe ser confrontada con la 
de quien resultó perjudicado y corregida por el informador (periodista) antes de 
recurrirse a la administración de justicia ejercitando la acción reseñada. 
Desde la perspectiva de la actividad informativa, el derecho a informar y a 
opinar se concibe como un medio de adquisición y promulgación establecido 
dentro de un sistema democrático, que desempeña un papel fundamental en el de-
sarrollo de la actividad social y personal. Se contempla como un derecho amplio 
que cobija a todos los individuos del conglomerado social y que se ve protegido 
de tal manera que el derecho de rectificación de la información se antepone a otra 
acción judicial que tenga otro tipo de consecuencias jurídicas.
Es entonces evidente que el ejercicio de este derecho es capaz de producir 
cambios en todos los campos de interacción humana. Se establece como un me-
dio de comunicación primordial, dado que afecta nuestro modo de actuar y razo-
nar, y es por ello que se le debe dar la importancia suficiente. Es necesario, pues, 
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El derecho a informar
Con respecto al estudio del derecho a informar y sus elementos compositivos, re-
sulta pertinente expresar que este es un derecho que se aplica desde diversas pers-
pectivas o, en otras palabras, presenta diferentes casos que hacen que su aplicación 
determine criterios argumentativos disímiles por seguir frente a cada caso en parti-
cular. Dichos casos los ha clasificado el profesor Uprimny (1998) así: la diferencia 
entre emitir opiniones y afirmar hechos, la distinción entre distintas esferas de inti-
midad de las personas, el carácter público o no de la persona afectada, la existencia 
o no de un interés general en la divulgación de la información, el grado de afecta-
ción de la intimidad en relación con la importancia que puede tener la información 
para un libre debate democrático sobre asuntos colectivos, el carácter injurioso o no 
de la información revelada, el contexto o foro en el cual es manifestada la opinión o 
es revelado un hecho, los tipos de discursos, pues merecen mayor protección aque-
llos que se refieren a los debates esenciales de la vida colectiva.
Así mismo, se debe comprender cuáles son los ámbitos sobre los cuales se 
presenta la libertad de información (derecho a la información de las personas 
públicas y privadas), ya que, por la naturaleza de este derecho, su materialidad 
abarca grandes áreas de la vida social. Es necesario entonces efectuar su exposi-
ción desde diferentes manifestaciones jurídicas sobre las que se ha desarrollado. 
Con ese propósito, es pertinente analizar varios tipos de fuentes que brinden una 
adecuada percepción de los elementos que integran dicha libertad, tomando para 
ello instrumentos y decisiones internacionales que han permitido al derecho en 
comento ampliar su concepto y contenido.
Las primeras fuentes internacionales que se han manifestado sobre el tema 
y que tomaremos como base de nuestro análisis son: la Convención Americana 
de Derechos Humanos (CADH), la Convención Europea de Derechos Humanos, 
(CEDH), la Declaración de Chapultepec y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH). Sin embargo, es pertinente aclarar que sobre el tema en parti-
cular también se pueden señalar: la Convención sobre el Derecho Internacional de 
Rectificación de 1952, la declaración de principios sobre la libertad de expresión 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 2000, la Declaración 
de Santiago de 1994, la Declaración de Quito de 1995 y la Declaración Conjunta 
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relación al derecho de la libertad de expresión se pueden acoger: la declaración 
sobre la discriminación contra la mujer de 1967, la convención sobre la elimina-
ción de todas formas de discriminación contra la mujer de 1979 y su protocolo 
facultativo, la declaración sobre la eliminación de violencia contra la mujer de 
1993 y la convención interamericana para prevenir, sancionar, y erradicar la vio-
lencia contra la mujer o Convención Belém Do Para de 1995. Estas normas son 
descritas por el profesor Navarrete Monasteres en su artículo “Libertad de ex-
presión en el sistema interamericano” (2005). Por otra parte, se puede estudiar la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana como fuente que interpreta 
su análisis en el derecho nacional. De esta forma, tanto la primera fuente como 
la segunda se complementan, proporcionando argumentos coherentes, lógicos y 
pertinentes que facilitan su conocimiento.
En efecto, con relación a las fuentes derivadas de los instrumentos interna-
cionales, la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) relaciona el 
derecho a informar y a opinar de manera amplia en su artículo 13, estableciendo 
una descripción del derecho al libre pensamiento y expresión. Este derecho es 
conexo al derecho a informar y opinar.
Con el fin de identificar elementos pertenecientes al derecho a opinar e infor-
mar, se debe efectuar un análisis de fondo e interpretación frente a este artículo.
El artículo 13 de la CADH está dividido en cinco incisos, los cuales se estu-
diarán de manera individual:
1. El primer inciso nos aclara que este es un derecho de todos los individuos, enten-
dido de forma personal y colectiva (Opinión 5 de 1985, de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos). Se manifiesta de tres formas: a) buscar, lo que nos da 
la capacidad de encontrar todo tipo de información a nuestro alcance; b) recibir, 
que nos ofrece la posibilidad de ser informados por cualquier medio, sea escrito, 
audiovisual o de cualquier otra índole; y c) difundir, que nos permite transmitir 
esa información que obtuvimos de cualquier manera y a cualquier persona. En 
esta medida, buscar, recibir y difundir se convierten en elementos que posibilitan 
el ejercicio de esta libertad.
2. El segundo inciso establece la imposibilidad del Estado de limitar por medio de 
la censura previa las actividades propias del derecho y aclara que debe existir 
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a) Respeto a derechos o a reputación de los demás.
b) Protección de la seguridad nacional.
c) Protección del orden público.
d) Protección de la salud.
e) Protección de la moral pública.
3. El tercer inciso establece que no pueden existir medios indirectos de control 
como: abuso de controles del papel para periódicos o radiofrecuencias y apa-
ratos destinados a la difusión de la información. Esto es importante pues son 
elementos necesarios para la adecuada protección y materialización del derecho. 
4. El cuarto inciso, en contrariedad y condicionalidad del segundo, describe que 
existe la posibilidad de censura previa a espectáculos públicos siempre y cuando 
los fines sean únicamente para protección a la infancia y adolescencia.
5. Por último el quinto punto detalla la prohibición de propaganda que tenga una 
carga de odio o violencia en contra de cualquier persona sin discriminación al-
guna, o que además incite a la comisión de conductas ilegales.
En torno a lo señalado existen ciertos elementos que podemos identificar dentro 
de la CADH que son:
a)  El derecho a la libre expresión es otorgado a toda persona sin excepción como 
parte esencial de la interacción humana.
b)  Este derecho es compuesto, porque en su desarrollo se ven involucrados el infor-
mante y el informado, obligando al Estado a brindar garantías para los dos, bajo 
el mismo fundamento.
c)  Pueden llegar a existir límites al derecho que se contemplan como restricciones, 
pero sobre algunas materias y no pueden excederse a estas.
d)  Para el derecho existen límites que deben ser considerados a posteriori, pues su 
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e)  Existe una violación al mismo derecho que se constituye por quien en principio 
es quien lo ejerce. Radica en que quien informa, si lo hace de manera parcializa-
da o falsa, viola el derecho del informado.
f)  Por ningún motivo se autoriza la censura previa, lo que obedece a que no puede 
haber ninguna prohibición acerca de informar de un acontecimiento previa ocu-
rrencia de este. La única excepción es el caso referente a los espectáculos, siempre 
y cuando los fines sean únicamente para protección a la infancia y adolescencia.
g)  No debe destinarse como una herramienta que genere disparidad entre la socie-
dad hacia ningún individuo o grupo.
h)  No se deben utilizar medios de comunicación para promover conductas que va-
yan en contra del ordenamiento jurídico.
i)  La prevalencia de la libertad de expresión como valor fundamental de la socie-
dad democrática.
j)  Este derecho presenta restricciones en el ámbito de aplicación en situaciones 
que determinen un interés social relevante, lo que hace entender que no es un 
derecho absoluto sino que puede ser limitado de manera proporcional. 
Aquí encontramos entonces las estipulaciones que nos sirven para entender, entre 
otros, los límites y alcances que posee el derecho a la información, al que gra-
dualmente se adicionaran más elementos a la luz del estudio de las demás fuen-
tes. Estas pueden brindar diferenciadores o comparativos que creen un panorama 
claro de lo que se representa como el derecho a la información.
Por su parte, la Convención Europea de Derechos Humanos ha desarrollado el 
derecho a la libertad de expresión de forma más concreta, expresando un concepto 
similar al determinado por la Convención Americana, pero distinto en cuanto a lo que 
tiene que ver con la limitación o restricción del derecho. En el artículo 10º se adicio-
nan otras circunstancias especiales, determinando una clase de “control” para este 
derecho, fundamentado en las responsabilidades implicadas en la ejecución de estas.
En la lectura del inciso segundo del artículo 10º se puede observar la impor-
tancia que tiene el cumplimiento por parte del Estado de los deberes y responsa-
bilidades en el ejercicio del derecho a la libre expresión. Esta garantía acarrea una 
carga substancial para la sociedad, haciendo necesarias ciertas formalidades, con-
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de cada país, siempre y cuando se protejan elementos propios del Estado como: 
la seguridad, la salud, la moral, la prevención del delito y el orden público, entre 
otros. Esto se justifica en la medida en que hay informaciones confidenciales 
o informaciones que pueden llegar a afectar la imparcialidad del poder judicial 
(Convención Europea de Derechos Humanos, art. 10º).
Por último, los aspectos destacables del derecho a la información que pueden 
identificarse en la Convención Europea (CEDH) son:
a)  La excepcionalidad de restricción del derecho, sometido a un régimen de auto-
rización previa para la transmisión de información dependiendo de los intereses 
que se puedan afectar de acuerdo con el numeral 2 de la CEDH.
b)  El reconocimiento de la obligación de protección a la imparcialidad judicial por 
parte del Estado mediante medidas legales.
c)  Pese a que el derecho se constituye como de doble vía, al igual que en la CADH, 
aquí se desarrolla bajo un marco de protección, que reconoce que el derecho está 
sometido a un control de responsabilidad, restricción o sanción en caso de vulnerar 
valores democráticos u otros intereses de especial protección para la sociedad.
En contraposición con los elementos que identificamos en el interior de la CADH, 
encontramos en la Convención Europea una disposición más limitativa del dere-
cho a la libertad de expresión. En este caso es posible restringir la función pe-
riodística en temas específicos excepcionalmente, con la finalidad de velar por la 
protección de otros derechos y fines del Estado. Vale la pena expresar que, para 
los fines del presente estudio, uno de estos temas que se pueden limitar es el que 
pueda llegar a afectar la autoridad e imparcialidad del poder judicial, asunto que 
es reconocido de manera explícita en la CEDH, mas no en la CADH. 
Ahora bien, con relación a los argumentos expresados por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en sus decisiones con respecto al derecho 
de libertad de expresión se ha reafirmado el significado que posee este dentro de 
la democracia. En igual sentido, la Corte Constitucional ha resaltado recíproca-
mente como rasgos particulares de la libertad de prensa: 
(1) su importancia medular para la democracia; (2) su trascendencia para el desarro-
llo de la personalidad individual; (3) el poder social de los medios de comunicación, 
con los riesgos implícitos y conflictos potenciales que conlleva; (4) el hecho de que 
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fundamentales por distintos sujetos, y tiene el potencial de lesionar derechos fun-
damentales ajenos; (5) la responsabilidad social adscrita, por lo mismo, al ejercicio 
de la libertad de prensa; (6) la previsión expresa de un margen para la regulación 
estatal de esta libertad en la Carta Política, y la posibilidad de establecer limitaciones 
puntuales con cumplimiento estricto de las condiciones constitucionales, y sujetas 
a un control estricto de constitucionalidad; (7) su potencial para entrar en conflicto 
con otros derechos fundamentales, los cuales estarán sujetos a ponderación y armo-
nización concreta sobre la base inicial de la primacía de la libertad de prensa; y (8) 
el carácter de servicio público que tiene el funcionamiento de algunos medios de 
comunicación, con sus efectos constitucionales (Sentencia T 218 de 2009).
La Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha referido al artículo décimo 
tercero (13º) de la CADH, en la Opinión Consultiva No. 5 de 1985 (Huertas Díaz, 
2009; Navarrete Monasteres, 2005), instrumento internacional que aclara y deli-
mita el concepto de libertad de expresión, sus componentes, restricciones, valor y 
trascendencia dentro de la democracia. En este se puede colegir que la libertad de 
expresión se establece como un derecho humano que, al ser vulnerado, no afec-
ta únicamente a quien no se le permite expresarse, sino que se extiende a todos 
aquellos que puedan recibir esta información. Por ello la libertad de expresión, al 
igual que el derecho a informar, es un derecho propio de cada individuo, aunque 
también es de carácter colectivo puesto que es posible para todos recibir cualquier 
información o expresión de pensamiento ajeno. De este modo el derecho adquiere 
una dimensión social, pues es un medio de conocer e interactuar de manera abierta 
con nuestros congéneres. Por esta razón, no puede suponerse la creación de siste-
mas que limiten esta manifestación, como lo sería la censura previa. 
Ahora, para expandir el concepto es relevante hacer uso de las decisiones de 
la CIDH y así observar el avance que ha tenido desde la Opinión Consultiva No. 
5 de 1985 (Gonzalo Volio, 2005) hasta el día de hoy. 
La CIDH, en el caso Kimel vs. Argentina, promueve la prohibición de res-
tricciones y la pluralidad de fuentes de información para un sano ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión. En palabras de la corte: 
Dada la importancia de la libertad de expresión en una sociedad democrática y la ele-
vada responsabilidad que ello entraña para quienes ejercen profesionalmente labores 
de comunicación social, el Estado no solo debe minimizar las restricciones a la circu-
lación de la información sino también equilibrar, en la mayor medida de lo posible, 
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pluralismo informativo. En consecuencia, la equidad debe regir el flujo informativo 
(Corte IDH, Caso “Kimel vs. Argentina”. Sentencia del 2 de mayo de 2008).
A pesar de encontrarse prohibida la censura previa de forma general, presenta 
excepciones que se pueden observar en la CADH. No obstante, se debe insistir 
en que bajo cualquier otro término se encuentra terminantemente prohibida, tal 
como lo podemos ver en decisiones de la corte como en el caso de La última ten-
tación de Cristo, en el que se manifiesta:
Es importante mencionar que el artículo 13.4 de la Convención establece una excep-
ción a la censura previa, ya que la permite en el caso de los espectáculos públicos 
pero únicamente con el fin de regular el acceso a ellos, para la protección moral de 
la infancia y la adolescencia. En todos los demás casos, cualquier medida preventiva 
implica el menoscabo a la libertad de pensamiento y expresión (Corte IDH, Caso “La 
última tentación de Cristo”. Sentencia de 5 de febrero de 2001).
En otros casos, como el de Herrera Ulloa vs. Costa Rica, podemos encontrar que 
la posición de la corte es abierta en cuanto a los funcionarios públicos, quienes 
pese a tener derechos legalmente protegidos están sujetos por su condición a ha-
cer parte del debate propio de la democracia, lo cual genera cierta amplitud en los 
aspectos de su función. En este sentido expresa:
Esto no significa, de modo alguno, que el honor de los funcionarios públicos o de 
las personas públicas no deba ser jurídicamente protegido, sino que éste debe serlo 
de manera acorde con los principios del pluralismo democrático (Corte IDH, Caso 
“Herrera Ulloa vs. Costa Rica”. Sentencia de 2 de julio de 2004).
De lo anterior se deriva la necesidad de aumentar el margen de tolerancia por par-
te de funcionarios públicos y políticos con respecto a las críticas. Esto se encuen-
tra expresado en el caso de Ricardo Canese vs. Paraguay (2004), donde se afirmó: 
Aquellas personas que influyen en cuestiones de interés público se han expuesto 
voluntariamente a un escrutinio público más exigente y consecuentemente, en ese 
ámbito se ven sometidos a un mayor riesgo de sufrir críticas, ya que sus actividades 
salen del dominio de la esfera privada para insertarse en la esfera del debate público. 
En este sentido, en el marco del debate público, el margen de aceptación y tolerancia 
a las críticas por parte del propio Estado, de los funcionarios públicos, de los políticos 
e inclusive de los particulares que desarrollan actividades sometidas al escrutinio 
público debe ser mucho mayor que el de los particulares (Corte IDH, Caso “Ricardo 
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Es por ello que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos establecen que para los funcionarios públicos 
el umbral por aplicar es diferente al de los particulares. El grado de tolerancia 
de estos frente a las críticas y opiniones debe ser mayor, pues ellos desarrollan 
actividades que le interesan a la colectividad. 
Pero aunque el margen de tolerancia se amplíe, siempre van a existir medios 
de restricción, aunque estos no son recibidos por cuanto se consideran demasiado 
severos. Al respecto se considera que: “El Derecho Penal es el medio más restric-
tivo y severo para establecer responsabilidades respecto de una conducta ilícita” 
(Corte IDH, Caso “Canese vs. Paraguay”. Sentencia del 31 de agosto de 2004). 
Pues bien, de lo anterior podremos encontrar los siguientes elementos dentro 
de la CIDH:
Se establece que existe una responsabilidad clara de los medios de comunica-
ción para lo que se crean criterios de identificación de responsabilidad
El derecho se encuentra directamente vinculado con la función pública, pues bajo 
este se logra comunicar a la sociedad de la situación estatal. Por tanto, quienes se des-
empeñan en funciones públicas deben tolerar aún más, pues su función es esencial.
La información es parte esencial del debate democrático; por tanto, la ga-
rantía de poder informar es indispensable para hablar de democracia (Melkevik, 
2006). En tal sentido, recogiendo el pensamiento del profesor Habermas con re-
lación al derecho de opinión y su influencia en la democracia, se puede expresar 
que ella “pretende ampliar y dar autonomía a la formación de la opinión y de 
la voluntad”, todo ello bajo el entendido de lograr una construcción en la que 
todos los ciudadanos quepan, es decir, se encuentren involucrados en la toma de 
decisiones, compartiendo el derecho con libertad y autonomía. En tal sentido se 
afirma: “La democracia presupone, en suma, la producción de saberes individua-
les sociales y políticos, susceptibles de ilustrar a los ciudadanos en cuanto a los 
derechos propuestos de cara a su validación y en cuanto a las cuestiones prácticas 
que ellos se derivan”.
Aparte de ello, la democracia determina en el foro público la forma como 
los derechos subjetivos de los ciudadanos pueden desarrollarse, habilitando es-
pacios de opinión y toma de decisión, con la finalidad de establecer parámetros 
que sirvan como instrumentos normativos con trascendencia jurídica y que po-
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que la información que posea el ciudadano le permita tomar decisiones que lo 
autodeterminen jurídicamente.
Trayendo nuevamente a colación la Declaración de Chapultepec, se puede 
manifestar que ella obedece al proyecto Chapultepec, que tuvo sus inicios en 
1994 con el objetivo de promover la libertad de prensa en cuanto a su importancia 
para la democracia y el bienestar de la sociedad. En el marco de este proyecto 
se desarrollaron diez principios que se han convertido en un estándar para la 
libertad de expresión y prensa, pues están fundamentados en el argumento de 
que ninguna ley o gobierno puede limitar la libertad de expresión y de prensa. Se 
puede afirmar, a propósito de dicha libertad, que es de especial significación en lo 
correspondiente al derecho a la información.
De dicho instrumento normativo se desprende la posibilidad de afirmar que 
los ámbitos sobre los cuales se manifiesta la libertad de expresión se concretan en 
la posibilidad de buscar, difundir, coincidir, discrepar y confrontar la información 
tal como se ha venido reafirmando en lo demás instrumentos internacionales y 
en la Opinión Consultiva que en extenso hemos tratado. Estos elementos tienen 
que satisfacer adecuadamente en la práctica del derecho a la información. En tal 
sentido la Declaración manifiesta: “Solo mediante la práctica de estos principios 
será posible garantizar a los ciudadanos y grupos sociales su derecho a recibir 
información imparcial y oportuna” (Declaración Chapultepec, 1994).
Así las cosas, los principios establecidos dentro de la Declaración de 
Chapultepec proporcionan un medio idóneo o legítimo sobre el cual se desarrolla 
el derecho a informar. Este a su vez, al ser entendido en una doble vía como se 
ha explicado, genera una profunda responsabilidad que recae en el compromiso 
de dar a conocer informaciones que sean veraces e imparciales, con la finalidad 
de que el receptor de estas pueda formarse una opinión, no desde el ámbito de la 
subjetividad del emisor, sino desde su compromiso de difusor de aquello que es 
importante a los intereses de la sociedad. 
Ahora bien, siguiendo con él análisis de la Declaración y limitándolo única-
mente a los puntos que sean pertinentes con el lugar de estudio, en el principio se-
gundo de tal texto normativo se expresa: “Toda persona tiene el derecho a buscar 
y recibir información, expresar opiniones y divulgarlas libremente. Nadie puede 
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De acuerdo con ello, se hace fácil establecer que este derecho se puede ejer-
cer de forma individual y al mismo tiempo de forma colectiva, en la medida en 
que las informaciones son dadas a la sociedad. El ámbito de la democracia debe 
erigirse como un escenario preciso para el ejercicio del derecho, que debe ser 
concretado de manera responsable, de tal forma que no vulnere otros derechos 
fundamentales que pueden verse inmersos en este. El compromiso de la infor-
mación, por tanto, requiere de bases informativas sobre las cuales los sujetos se 
encuentren obligados a respetar la actividad de quien informa y a no restringir por 
regla general su investigación, con la finalidad de hacer transparente su actividad.
Precisamente, en el tercer principio se expresa:
Aquí es evidente el compromiso que adquiere el Estado de poner a disposición de 
quien necesite la información que genere el sector público, a quien la necesite sin 
hacer referencia a límite alguno con respecto a la información pública.
Así las cosas, resulta fundamental tener presente que la censura previa dentro de 
las sociedades democráticas menoscaba la libertad de expresión y manifiesta el 
autoritarismo de un Estado. En este orden de ideas se puede afirmar que la liber-
tad de expresión es el vehículo del cual se sirve la democracia para realizar los 
valores que se desprenden de su denominación, que nacen con el respeto a la dife-
rencia, el buen trato, el pluralismo y el derecho a la no discriminación entre otros. 
Por ello, admitir la censura es posibilitar el cercenamiento de estos valores de-
mocráticos. Esta es la razón de que en el artículo 5 de la Declaración se exprese:
La censura previa, las restricciones a la circulación de los medios o a la divulga-
ción de sus mensajes, la imposición arbitraria de información, la creación de obs-
táculos al libre flujo informativo y las limitaciones al libre ejercicio y movilización 
de los periodistas, se oponen directamente a la libertad de prensa (Declaración 
Chapultepec,1994).
Por último, en el noveno principio se establece:
La credibilidad de la prensa está ligada al compromiso con la verdad, a la búsqueda 
de precisión, imparcialidad y equidad, y a la clara diferenciación entre los mensajes 
periodísticos y los comerciales. El logro de estos fines y la observancia de los va-
lores éticos y profesionales no deben ser impuestos. Son responsabilidad exclusiva 
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En este punto se hace referencia a los elementos que componen la libertad de in-
formación: la verdad y la búsqueda de precisión, imparcialidad y equidad. Ellos 
serán el centro que determine de manera oportuna la forma en que se desenvol-
verá este derecho humano. 
La libertad de información en la jurisprudencia nacional
Ahora bien, con relación al estudio de la jurisprudencia emanada por la Corte 
Constitucional, fijaremos nuestro esfuerzo en el análisis de los elementos de 
la libertad de información y en la libertad de opinar, pues si bien es cierto que 
existe una relación directa entre estos derechos con el de la libertad de expre-
sión, es innegable que la Corte Constitucional ha entrado a concretar su ámbito 
de ejercicio y de limitación.
En tal sentido, la Corte ha sido protectora de la libertad de información, otor-
gando un cierto grado de prevalencia a este derecho sobre los demás derechos que 
puedan estar en un momento dado en pugna (buen nombre, honor, intimidad, pre-
sunción de inocencia). Tal situación se presenta frente al derecho de rectificación, 
que se convierte en un mecanismo expedito frente a la inexactitud en la informa-
ción que ha suministrado un medio de comunicación. Tampoco se debe olvidar 
que la Corporación Judicial parte de entender el derecho a la información, como 
un derecho que genera un grado de responsabilidad social, por el cual se debe 
responder ante los daños que genere a la sociedad. En definitiva, el de la informa-
ción no es un derecho omnímodo; debe estar sometido a obligaciones que deben 
surtirse para evitar daños que son de difícil reparación (Sentencia T 512 de 1992).
Al mismo tiempo, en diferentes pronunciamientos la Corte Constitucional ha 
expresado que no es cualquier tipo de información la que le interesa a la sociedad. 
Así, distingue aquellas que forman parte de la órbita pública de otras que están 
en el ámbito de privacidad de una persona o de un grupo familiar. En este último 
caso, al no ser esta una información que origine un interés significativo para la 
sociedad, ella no debe ser publicada, pues solamente alimentaría la curiosidad 
social sin aportar ningún beneficio al sistema democrático. De manera que, así 
la información sea verdadera, prevalecen los derechos fundamentales que se en-
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Como otro punto significativo en el estudio jurisprudencial al derecho a la 
información, la Corte ha expresado que la rectificación de la información emi-
tida debe guardar la misma proporción, dándosele el mismo despliegue que se 
le diera a la noticia que originó la vulneración del derecho fundamental. Esto le 
dará al perjudicado con dicha información la posibilidad de rehabilitar su buen 
nombre frente a la sociedad receptora de la información. Aunque no se le impone 
el deber al medio de comunicación de revelar su fuente, sí tiene la obligación de 
garantizar la veracidad de la información para poderla comunicar, teniendo ele-
mentos suficientes que prueben las afirmaciones contenidas dentro de la noticia 
(Sentencia T 332 de 1993).
Por otra parte, el derecho a la información no prevalece sobre la presunción 
de inocencia cuando el medio de comunicación da por sentado que una persona 
es responsable penalmente por haber cometido conductas punibles. Cuando no 
se ha proferido fallo judicial en firme, en estos eventos la Corte ha determinado 
que el anticiparse al fallo judicial genera un menoscabo a la garantía penal, que 
se resarce con la rectificación de la noticia. Dicha rectificación debe realizarse 
en condiciones de equidad, brindando el espacio oportuno que pueda resarcir el 
daño causado; en otras palabras, la equivalencia de la rectificación no se refiere 
a la extensión de la noticia, sino a la posición y al realce que se le asignó en la 
publicación (Sentencia T 074 de 1995 y Sentencia T 066 de 1998).
En consecuencia, son responsabilidades del medio de comunicación frente 
al derecho a informar y con relación a la veracidad e imparcialidad de la noticia:
• La aplicación del principio de veracidad varía según la situación a tratar. En 
muchos casos no se puede determinar a ciencia cierta la exactitud de una noti-
cia; en esos eventos, la condición de veracidad se cumple si el medio demuestra 
que obró diligentemente en la búsqueda de la verdad y que fue imparcial en el 
momento de producir la noticia. Una noticia es veraz si cumple el proceso de 
verificación razonable que sirva para comprobar lo sostenido en ella. 
• Dentro de los deberes profesionales de los periodistas se encuentra el de ser 
crítico con sus fuentes e intentar corroborar y contrastar las informaciones 
que les suministran.
• Cuando una fuente suministre informaciones que incriminen a personas, sin 
que se aporte ninguna prueba sobre las acusaciones, constituye una grave 
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intentar, de manera profesional, corroborarlas o contrastarlas. Igualmente, lo 
anterior constituye una violación de la obligación de los medios de suminis-
trar información veraz e imparcial. 
• La obligación de los medios para con la verdad y la imparcialidad no se redu-
ce al contenido de las noticias, sino que abarca también la selección del título 
y del sumario del artículo (sentencias T322 de 1996, T 066 de 1998, T 605 de 
1998, T1225 de 2003 y T 218 de 2009).
• La imparcialidad versa en el sentido de emitir la noticia, sin influir negativa 
o positivamente en la opinión del público que la recibe. Lo que se pretende 
radica en hacer que la sociedad forme su propia opinión sobre lo que se in-
forma, y ello se logra cuando se toman las diferentes fuentes que abordan 
la información, omitiendo juicios de valor que distorsionen el sentido de la 
información (sentencias SU 1723 de 2000, T 1225 de 2003).
Ahora bien, cuando el derecho a la libertad de expresión no tenga como finalidad 
informar, sino que tenga como interés la creación de una obra literaria o artística, 
el autor, escritor o artista, se encuentra protegido en un ámbito de protección 
mayor con el ejercicio de su derecho a expresar su pensamiento, toda vez que la 
posibilidad que tiene de difundirlo le permite dirigir sus opiniones sobre lo que 
observa. Es así como en una democracia el derecho a opinar también se convierte 
en el derecho a discrepar, sin llegar a realizar afirmaciones que desconozcan la 
verdad. Esto significa que no se puede distorsionar el contenido de la información 
para desarrollar el derecho (en este sentido se puede leer la Sentencia SU 056 de 
1995. También es pertinente aclarar que si bien el hilo lógico del presente escrito 
venía dirigido hacia el concepto de informar como noticia, en este punto se exa-
mina el derecho a informar desde la consecución de otros objetivos).
Es importante observar, frente al ejercicio de la libertad de información, que 
ella no solo requiere de los elementos de la veracidad, objetividad e imparciali-
dad, sino que, fuera de esto, la información debe tener un contenido de interés 
general del asunto a tratar; en otras palabras, debe tener connotación de notorie-
dad pública, la cual se puede determinar por la calidad del personaje público o 
por la calidad de la información. Con relación al primero, no basta con que este 
sea público sino que el contenido de la información tenga una trascendencia tal 
para la sociedad que inevitablemente se tenga que dar; de lo contrario se tornaría 
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frente al segundo elemento, su calidad debe estar revestida de trascendencia y 
significación social (sentencias SU 1723 de 2000 y T 218 de 2009].
Así mismo, cuando se trata de ejercitar este derecho en el cubrimiento de no-
ticias judiciales, el límite al derecho a la información es la veracidad y la impar-
cialidad de la noticia, condición que debe cumplir todo el material informativo. 
Esta situación adquiere mayor relevancia cuando se trata de información judicial, 
pues esta es de gran trascendencia para la sociedad y, así mismo, tiene un gran 
potencial dañino o perjudicial para las personas que se encuentran involucradas. 
La Corte Constitucional ha expresado que a este tipo de información se le debe 
dar un tratamiento cuidadoso y delicado. Sin embargo, ello no implica un límite 
al derecho a informar, pues las noticias no pueden estar basadas en especulacio-
nes sobre hechos, ni en conclusiones apresuradas que constituyan informaciones 
erradas o mentirosas y desinformen, violando la garantía del público de recibir 
una información de calidad.
Por otra parte, y concatenado lo anteriormente expresado, al medio de comu-
nicación no se le puede exigir la utilización de un lenguaje técnico o especializa-
do. Este puede emplear un lenguaje que evite crear confusión o una comprensión 
errada sobre lo que se informa, para que no se distorsione la realidad ni falsee lo 
que realmente ocurrió. Por tanto, no se le puede exigir a un medio de comunica-
ción la utilización de vocablos especializados porque esto sí vulneraría la libertad 
de expresión (sentencias T 1225 de 2003 y 259 de 2004).
Como se puede ver, la libertad de expresión no es un derecho fundamental 
ilimitado; requiere estar armonizado con los demás principios y derechos consti-
tucionales. Los medios de comunicación tienen una responsabilidad social tras-
cendente pues no solo brindan información, sino que de ellos también dependen 
en oportunidades la vida, la integridad física y moral y la paz social con el ejerci-
cio responsable de la palabra. 
La Corte es clara al indicar que bajo el pretexto de la libertad de información 
los medios de comunicación no pueden indicar quiénes son culpables o inocen-
tes, sacrificando la honra de las personas y sustituyendo la función de los jueces. 
Es claro que existen conflictos entre varios derechos como el de la libertad de ex-
presión e información con la honra y el buen nombre, situación que la misma cor-
poración ha tratado de resolver con la ponderación de estos derechos y estudian-
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de temas de carácter judicial, se indica que la libertad de prensa debe ejercerse 
dentro de la órbita o parámetros constitucionales del derecho a la honra y al buen 
nombre. La vulneración al derecho de información no se manifiesta en la falta de 
lenguaje especializado, sino en dar una información sin tener prueba que sustente 
lo dicho (sentencias T 1225 de 2003 y 259 de 2004).
A propósito del debido proceso y su relación con el derecho a la información, 
es necesario señalar que los medios de comunicación pueden causar un gran per-
juicio a una persona por la publicación de información que la involucre en un 
proceso penal. Por eso se han establecido unos límites a la libertad de prensa con 
relación a los derechos de defensa, debido proceso y a un juicio justo e imparcial. 
Los medios de comunicación pueden generar una opinión pública favorable o 
desfavorable a los intereses del investigado, y además la transmisión de infor-
mación y el enjuiciamiento de quienes informan pueden causar prejuicios en los 
jueces, que son los encargados de decidir sobre la ocurrencia y responsabilidad de 
los hechos. La presión de la opinión pública tiene un potencial tan alto que puede 
incidir en las decisiones de los jueces o jurados, situación que impide garantizar 
el derecho a un juicio justo e imparcial.
En consecuencia, se considera que la garantía a un juicio justo e imparcial 
tiene su límite en la libertad de información, siempre que ella respete los derechos 
del procesado o condenado.
La Corte concluye la importancia de la libertad de prensa en una democracia 
y en la libertad que tienen los medios de comunicación en el sentido de que tie-
nen la facultad informar sobre todas las materias, incluso las relativas a los temas 
judiciales. En este caso la libertad de prensa debe respetar los derechos al buen 
nombre, a la honra y al debido proceso, teniendo que rectificarse frente a las in-
formaciones que comprobadamente se hayan dado erróneamente o sesgadamente.
Si bien, como se dijo, los periodistas no pueden ser obligados a utilizar un 
lenguaje técnico especializado perfecto, sí se debe advertir que el lenguaje que 
utilicen en materia judicial y penal, cuando se refieran a una conducta penalmente 
reprochable, no debe caer en graves imputaciones o juicios gratuitos que afecten 
la honra o el buen nombre de una persona. Un periodista no puede determinar la 
responsabilidad de una persona hasta que no se le compruebe por medio de una 
sentencia condenatoria, pues de lo contrario se estaría vulnerando la presunción 
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El derecho a opinar
El derecho a opinar también se entiende como una especie de la libertad de ex-
presión. Sin embargo, tiene unas connotaciones que lo distinguen de la libertad 
de información. La libertad de opinión es menos rígida frente a la obligación de 
imparcialidad y veracidad, sin querer decir con ello que carezca de límites y se 
convierta en una libertad absoluta. Con todo, siempre existe la posibilidad de 
solicitar rectificación y de interponer el mecanismo de la acción de tutela cuando 
las columnas de opinión se basan en informaciones que no corresponden a la rea-
lidad o tiendan a confundir a la sociedad (Sentencia T 213 de 2004). Es por esto 
que se torna tan trascendental diferenciar una opinión de una información como 
tal, pues esta se sustenta en hechos, mientras que la primera se basa en aprecia-
ciones subjetivas, las cuales hacen parte de una sociedad pluralista y democrática. 
Así se abren espacios en los que hay que aceptar tanto las opiniones favorables 
como las desagradables. No obstante, esto no se puede tomar como el derecho a 
transgredir o a desconocer los derechos de las personas: el comunicador tiene una 
responsabilidad social y, aunque se trate de una opinión, no tiene la potestad o 
libertad de causar perjuicios y daños en la honra, buen nombre y demás derechos 
que puedan verse involucrados con una opinión. Al respecto, la sentencia de la 
Corte Constitucional T- 602 de 1995 indica:  
La opinión debe expresarse de manera responsable y profesional, sin dar lugar a 
interpretaciones equívocas, pues están de por medio la honra y buen nombre de las 
personas respecto de quienes se opina, así como el derecho del público a recibir in-
formación veraz e imparcial. En la práctica, el periodista tiene el derecho de opinar 
sobre cualquier cosa y es deseable que ejercite ese derecho, aun cuando su opinión 
no se base en hechos sino en meras especulaciones, pero no le es dado hacer aparecer 
dichas especulaciones como si fueran hechos ciertos. Ello se deduce del deber de 
responsabilidad social que el Estatuto Superior les impone (art. 20, inc.2), y del de-
recho a la información que allí se proclama. […] las opiniones que en ejercicio de su 
libertad de expresión emita el periodista, deben manifestarse en forma clara, precisa 
y no dar lugar a interpretaciones equívocas por el contexto en que se presenten o por 
la forma en que se expresen. Debe distinguirse claramente entre los hechos que se 
informan y la opinión que ellos le merecen al periodista que los evalúa. Una conducta 
distinta es contraria al profesionalismo con que el periodista debe, según dispone la 
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Por lo tanto, el periodista o el comunicador social, si bien tiene derecho a opinar, el 
cual implica la libertad de manifestarse de acuerdo a su concepción personal, moral 
o religiosa frente a determinado tema o asunto, también debe tener presente que, 
cuando sus afirmaciones se sustentan en hechos o aspectos de carácter fáctico, su 
libertad también se encuentra limitada frente a los conceptos de la imparcialidad y 
veracidad. Por lo tanto, la Corte ha considerado en sus pronunciamientos que: 
Cuando una columna de opinión exprese hechos concretos es pertinente que tales 
expresiones sean verdaderas, por lo que una columna de esa naturaleza, frente a los 
hechos que exponga, deberá cumplir sobre ellos con el requisito de veracidad. De 
este modo, aunque se garantiza constitucionalmente que la opinión siempre será libre 
y que no podrá ser alterada por terceros por ser fundada en los valores y expresiones 
personales de quien opina, cuando se incluyan hechos, éstos deben ser ciertos y si no 
lo son, la rectificación debe recaer sobre las afirmaciones relativas a tales hechos que 
adolecieron de certeza y no sobre las opiniones correspondientes (sentencias T 218 
de 2009 y SU 1721 de 2000).
Ahora bien, frente al contexto en el cual se vierten opiniones por parte de los 
medios de comunicación, estas se concretan en afirmaciones que en cierto sentido 
pueden llegar a ser positivas o negativas respecto a una persona, actividad o si-
tuación. De esta forma inevitablemente proponen un sentimiento de coincidencia, 
aceptación o repudio de quien escucha, tanto de los ciudadanos receptores de la 
información como de las personas afectadas. La primera limitación que se puede 
destacar frente al derecho de opinión consiste en que esta no puede sobrepasar los 
derechos fundamentales de los ciudadanos que son afectados con tales afirmacio-
nes; por ello, aunque se reconoce que este derecho es eminentemente subjetivo, 
no se puede concretar de cualquier manera. Cabe resaltar que toda opinión genera 
consecuencias que, como lo ha afirmado la Corte Constitucional en sentencias 
de tutela que hasta ahora se han mencionado, pueden afectar el buen nombre, la 
intimidad, la honra y el debido proceso en algunos casos (T 1083 de 2002).
Así las cosas, el derecho a discrepar es inevitablemente un derecho de libertad 
democrática. La discrepancia ayuda a la toma de decisiones en una democracia al 
proponer un ejercicio discursivo en donde la controversia genera resultados po-
sitivos con relación a los problemas trascendentales que agobian a la humanidad. 
Al mismo tiempo, sin embargo, ella debe realizarse según parámetros de respeto 
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la esencia constitutiva de la persona o su dignidad. Así los ciudadanos y quienes 
participan del debate pueden generar espacio de reflexión y no de animadversión 
que decantaría en una situación de violencia. 
Resulta obvia la importancia que reviste el derecho a opinar, pues posee un 
elemento subjetivo proveniente del sujeto que la brindó, pero este debe estar de-
limitado claramente frente a la información. En este escenario se desarrolla un 
segundo límite, que consiste en separar el contenido de la información del conte-
nido de la opinión que se está vertiendo. Ello garantiza la imparcialidad del me-
dio de comunicación, en el sentido de darle a la opinión pública una información 
genuina que le permita ser autónoma frente a su punto de vista. Por otra parte, 
la opinión del periodista genera elementos de juicio sobre su información, que 
servirán al receptor como un instrumento de análisis que le permita llegar a sus 
propias conclusiones. De este modo la opinión pública se forma libremente, la 
información no se descontextualiza y existe verdadera pluralidad de opiniones 
alrededor de ella.
Al margen de lo anterior, se debe tener en cuenta que la opinión posee carac-
terísticas disímiles con relación al derecho a informar. Aunque una opinión puede 
contener información de interés para el sujeto, esta no se puede definir bajo los 
mismos lineamientos que concretan el derecho a la información. Ya que la opi-
nión se esgrime como una manifestación del ser humano, no será lógico solicitar 
veracidad e imparcialidad sobre ella, pues representa una apreciación de un hecho 
que lleva dentro de sí un elemento de carácter subjetivo por parte de quien opina 
(sentencias T 213 de 2004 y 1198 de 2004).
A pesar de que la opinión en su interior posea un carácter subjetivo, no es de 
olvidar que ella recae en última instancia en el receptor. Por ello debe realizarse 
bajo un carácter racional y responsable, para que se produzcan juicios razonables 
y plausibles en el entorno. Opinar exige ser coherente con relación al contexto 
sobre el que se afirma (Sentencia T 1083 de 2002).
Es así como podemos observar que, pese a que la libertad de opinión se cons-
tituye como un derecho esencial para el ser humano, debe poseer límites funda-
mentados en el reconocimiento de la actividad social sobre la cual se concreta, 
donde todas las opiniones fluyen generando cambios de manera constante y pro-
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Partiendo de la base de que el derecho a la libertad de opinión presenta límites 
en su ejercicio, resulta pertinente pasar a observar cuándo se estiman vulnerados 
los derechos frente a la manifestación de una opinión. En consecuencia, cuando 
se presente una colisión entre el derecho a opinar con el derecho a la honra y 
al buen nombre, siendo estos últimos los que de manera genérica resultan ser 
los derechos más lesionados por la extralimitación en el ejercicio del derecho a 
opinar, debe tenerse en cuenta para tutelar que la información sea errónea y que 
la opinión sea tendenciosa respecto a la conducta privada de la persona y de la 
persona en sí misma, que las opiniones sean insultantes o absolutamente irrazo-
nables y que resulten exageradas con respecto a los hechos sobre los que se basan 
(Sentencia T 213 de 2004). 
Por tal razón, resulta importante tener en cuenta que, pese a ser la opinión un 
derecho fundamental, su protección no es absoluta en cuanto a lo que ya se ha 
aludido. Los límites existen por la necesidad de preservar otros derechos; así tam-
bién, el cuidado de no violentarlos es una prioridad para un adecuado ejercicio de 
ellos. En tal sentido en la Sentencia T 1198 de 2004 se expresa: “La libertad para 
expresarse no solo comprende el contenido de aquello que se da a conocer, sino 
también la forma como ello se manifiesta”.
Es por ello que del mal manejo de la información y de la opinión se pueden 
derivar consecuencias negativas para la democracia. Si no se desarrollan ade-
cuadamente estos derechos, pueden distorsionar el contenido del mensaje que 
reciben y comprenden los receptores del contenido comunicativo (Sentencia T 
1198 de 2004).
Es necesario señalar en este punto la necesidad de crear mecanismos que 
promuevan un equilibrio a nivel informativo para que se evite una parcialización 
de la visión de la realidad. En el conglomerado social es indispensable referenciar 
la otra parte involucrada dentro de la información y opinión para confrontar su 
pensamiento frente a lo expresado en su contra. Es así como el medio de comu-
nicación se convierte en un canal de transmisión de opinión en ambos sentidos 
y no en uno solo, estableciéndose de esta manera un equilibrio informativo con 
responsabilidad social (Sentencia T 213 de 2004).
Teniendo en cuenta las colisiones de derechos, la Corte ha establecido unos 
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Dichos controles promueven la identificación de los casos en los cuales el ejerci-
cio del derecho a informar y a opinar ha excedido los límites permitidos:
El control débil se activa cuando, existiendo un genuino interés en generar opinión, 
no se ofrece oportunidad alguna de contradicción, en cuyo caso es necesario garan-
tizar un equilibrio entre las opiniones, necesario para el proceso deliberativo (equili-
brio informativo/opinión).
El control estricto, por su parte, se aplicará en el evento en que el propósito de la 
opinión es la persecución individual y con fines personales del comunicador […] 
[…] finalmente, el control extremo, por conducto del aparato penal, cuando el co-
municador únicamente busca el insulto (Sentencia T 1319 de 2001).
De acuerdo con lo anterior, el derecho a opinar posee características intrínsecas 
que deben ser objeto de control de tutela de orden constitucional. En ese enten-
dido se plantea una nueva situación en la cual dichas opiniones interfieren en 
otro escenario: un proceso judicial donde existen reglas básicas como lo son los 
derechos fundamentales del sujeto y, más concretamente, el proceso penal, donde 
por su connotación se requiere de un proceso transparente, pues lo que se está 
valorando es de una importancia significativa para quien esté incurso.
Por tal razón, es obligación del Estado preservar y velar por los derechos de 
quien esté incurso en todas las partes de la causa. Sin embargo, con respecto a la li-
bertad de expresión manifestada como opinión, se plantea la duda de si se cumple de 
manera efectiva dicho principio de protección. A propósito de esto, Cuerda (2006: 
423) expresa que la libertad de expresión solo servirá al interés público si se ejerce 
bajo los lineamientos que rigen los procedimientos democráticos: en concreto, los 
derechos fundamentales, ya que, a pesar de ser un derecho subjetivo, posee una di-
mensión institucional pues su función es crear una opinión pública libre.
Opinión frente a los procesos judiciales
En lo que se refiere a los procesos judiciales con relación a la libertad de opi-
nión, el operador judicial debe respetar el debido proceso y guardar silencio 
hasta tanto no emita su sentencia judicial, con el fin de no perjudicar los de-
rechos de aquellos que se ven involucrados en los procesos judiciales y que, 
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a la controversia judicial que se pretende resolver por parte del operador jurídi-
co. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha determinado una restricción 
al ejercicio del derecho a opinar cuando esta provenga de un operador judicial 
(Sentencia C 037 de 1996). Por ello Sansó (2003) estima que dentro de un pro-
ceso penal es pertinente que el juez no emita opinión alguna de la cual pueda 
aducirse una posición posterior, en tanto que debe mantener su imparcialidad 
mientras no haya emitido fallo alguno.
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos determina diferencias entre los 
conceptos de autoridad e imparcialidad del poder judicial. Con relación al con-
cepto de autoridad, expresa que “los tribunales son el foro correcto para la solu-
ción de controversias y para la determinación de las responsabilidades penales, 
fuera de ello se refiere al respeto y confianza del público en la capacidad de aque-
llos para cumplir su misión”. Ahora bien, sobre la imparcialidad afirma: “esta se 
refiere a que los jueces no deben tener prejuicios en desarrollo de sus funciones y 
deben estar libres de toda presión política también alude a la confianza que deben 
inspirar al acusado” (Jiménez Ulloa, 2010: 158, referida al caso Worm vs. Austria 
de 29 de agosto de 1997 y al caso Guja vs. Moldova del 12 de febrero de 2008).
Por lo tanto, siguiendo la línea de argumentación propuesta de Ulloa, es me-
nester establecer que el derecho a opinar se opone a otro principio democrático 
que se especifica en el libre acceso a la administración de justicia. Frente a este 
derecho, la situación no consiste en prohibir la libertad de información, sino en 
imponerle límites en el ejercicio de su actividad para que ella no ponga en peligro 
los valores democráticos del afectado. Con este propósito se puede informar, pues 
ello les permite a los demás órganos del poder público controlar y verificar la 
manera en que la rama judicial actúa, pero sin poner en peligro la imparcialidad, 
el equilibrio y la transparencia del juicio.
Ahora bien, retornando al ámbito nacional, se puede colegir que el derecho al 
debido proceso se encuentra protegido sobre la injerencia efectuada por la liber-
tad de información y opinión, en la medida en que estas respeten la presunción de 
inocencia. Ello no pondría en peligro el derecho al buen nombre y a la honra de 
aquel que está siendo juzgado, y al mismo tiempo no afectaría la imparcialidad 
del juzgador. El informador debe utilizar entonces un lenguaje que si bien no sea 
técnico, informe sin llegar a declarar juicios de valor que determinen la responsa-
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suplantar al juzgador, constituyéndose en un juez sin competencia que terminaría 
causando un perjuicio para aquel que se encuentra sometido al poder punitivo del 
Estado (esto se puede colegir de las sentencias T 1225 de 2003, T 444 de 1992, T 
525 de 1992 y T 066 de 1998).
Expuesto lo anterior, es claro que, en cuanto se refiere al periodismo de opi-
nión, nos encontramos enfrentados a una situación totalmente diferente a cualquier 
otra, por cuanto el poder que tienen los medios de comunicación puede afectar 
gravemente al enjuiciado lesionando su dignidad, pero con mayor trascendencia 
poniendo en peligro el debido proceso y en especial la imparcialidad de aquel que 
se encargará de resolver su situación jurídica, de tal suerte que la presión social 
puede llegar a generar una carga adicional al operador jurídico que termine desba-
lanceando el equilibrio de la justicia y por lo tanto afectando el fallo judicial.
Es imposible no asumir una postura frente a una situación tan compleja. Esta 
lleva a pensar que frente a opiniones que intervienen en un proceso judicial no se 
configura un medio de doble vía, ya que estamos hablando de una desigualdad 
entre quien emite la opinión y quien soporta sus consecuencias. Es necesario 
recordar que debe haber un equilibrio informativo, dado que de ello depende, no 
solo la adecuada función periodística, sino los derechos de la sociedad y de la 
persona. Como se aclaró anteriormente, la necesidad de una opinión que forme 
criterios es necesaria, siempre que esta se oriente por un sistema de valores que, 
para el caso en concreto, es aquel que defiende la protección de derechos de un 
sujeto procesal que no ha sido condenado aún.
Conclusiones
• La libertad de expresión se encuentra conformada por el derecho a la infor-
mación y a opinar. Como se manifiesta de diversas formas, puede entenderse 
como: libertad de expresar o difundir el pensamiento, libertad de buscar o 
investigar hechos u opiniones de toda índole, libertad de informar hechos, 
ideas u opiniones de toda índole, libertad y derecho de recibir información de 
toda índole, libertad de fundar medios masivos de comunicación, libertad de 
prensa, derecho a la rectificación en condiciones de equidad, prohibición de 
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la violencia y el delito, prohibición de la pornografía infantil y prohibición de 
la instigación pública y directa al genocidio.
• La libertad de expresión se determina como la modalidad genérica de la com-
prensión del derecho fundamental, mientras que la libertad de información 
y opinión es especie de la primera. Constituye un derecho fundamental, que 
puede ser entendido como: principios, normas de textura abierta, mandatos 
de optimización o parámetros éticos dentro del sistema normativo. De estos 
derechos se deriva la obligación del Estado a una garantía efectiva.
• Frente al ámbito de materialización de la libertad de expresión, entendido 
este como libertad de información y libertad de opinión y demás derechos 
relacionados y otros con los que puede entrar en pugna (buen nombre, honor, 
debido proceso, presunción de inocencia, etc.), le corresponde al juez exami-
nar los casos en concreto y determinar el campo de aplicación de derechos, 
atendiendo criterios de ponderación y tests de proporcionalidad, con la fina-
lidad de limitarlos o validar su ejercicio, sin entrar en a desconocerlos, pues 
debe entenderse que en el contexto en el que se concretan estos prevalece el 
valor democrático que sustenta el ejercicio de las libertades ciudadanas. 
• El ámbito de ejercicio del derecho fundamental de la libertad de expresión se 
ha ampliado desde diversas perspectivas debido a los avances tecnológicos 
y científicos que se han presentado en el final del siglo XX y en el comienzo 
del siglo XXI. Existe la tendencia establecida por las sociedades globalizadas 
y postindustrializadas a concretar sus informaciones y opiniones en otros me-
dios diferentes a los acostumbrados, (periódico, radio y televisión). Internet, 
Twitter o Facebook han efectuado el ejercicio de tal derecho de una forma 
más directa por parte de los ciudadanos. Ello ha originado un cambio las for-
mas y maneras en que la sociedad asume su ejercicio y aplicación; por tanto, 
el conflicto de derechos y libertades tiene un margen más amplio para efec-
tuarse, con relación a las formas de ejercicio de la comunicación. Así se hace 
necesario delimitar los ámbitos de aplicación de los derechos en estudio, sin 
que ello quiera decir el reconocimiento expreso de una prohibición o censura.
• La libertad de expresión constituye la pieza fundamental de la democracia, 
puesto que permite el ejercicio del pluralismo y el control del poder público y 
de las actividades que interesan a la colectividad. Cuando estas actividades son 
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gubernamentales que proponen un ejercicio más restringido de estos derechos. 
Esto puede conllevar el establecimiento de formas de poder autoritarias o to-
talitaristas o de democracias más restringidas. Con relación a las democracias 
más restringidas, en ningún momento se puede caer en la censura, pues desdi-
bujaría su determinación. Resulta necesario comprender que aunque la libertad 
de expresión, información y opinión es un derecho fundamental dentro de la 
estructura de las sociedades democráticas, este debe ejercerse con responsabi-
lidad, lo que supone su restricción en eventos excepcionales y en el ámbito de 
responsabilidades ulteriores, en virtud de las cuales no pueden transgredirse 
otros valores fundamentales de tal modelo de Estado.
• El derecho a la libertad de expresión presenta restricciones en su ámbito de 
aplicación, y constituye responsabilidades ulteriores. Para eso se debe tener 
en cuenta que estas: “1) deben estar expresamente fijadas por la ley; 2) deben 
estar destinadas a proteger ya sea los derechos o la reputación de los demás, o 
la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o moral pú-
blica; y 3) deben ser necesarias en una sociedad democrática” (Convención 
Americana de Derechos Humanos).
• La libertad de expresión es un derecho fundamental, mas no absoluto en el 
ámbito de su ejercicio. Se encuentra sometido a ámbitos de responsabili-
dad, a restricciones o limitaciones en situaciones específicas y en espacios 
de excepcionalidad.
• Debe comprenderse que ni la libertad de expresión ni las restricciones a esta 
pueden comportar situaciones absolutas e incondicionales. Sus restricciones, 
aunque estén basadas en criterios de excepcionalidad, deben tener como fun-
damento y justificación un interés general trascendente o necesidad social 
imperiosa que amerite en determinada circunstancia el reconocimiento de 
una medida, soportada en criterios de oportunidad, proporcionalidad, racio-
nalidad y utilidad. Así, se debe verificar que las restricciones alcancen un 
objetivo propio de una sociedad democrática (Convención Americana de 
Derechos Humanos, Convención Europea de Derechos Humanos).
• Siendo la libertad de expresión trascendente dentro de los Estados democrá-
ticos, no puede desconocerse su permanente pugna con otros derechos como: 
el buen nombre, la honra, el debido proceso, la presunción de inocencia, la 
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utilizar un ejercicio de ponderación que permita establecer cuál derecho pre-
valece sobre los otros y, por otra parte, un test de proporcionalidad en el 
entendido de determinar cuál debe ser ámbito de su limitación para no ge-
nerar perjuicios exagerados en su intervención y establecer en cada caso en 
particular la manera correcta de solución. 
• El derecho a la información debe comprenderse en una doble vía, tanto en 
quien transmite la información como en quien la recibe. Este derecho debe 
estar sometido a un control estricto por parte del medio de comunicación 
que va a dar conocer una información a la comunidad; por ello su ejercicio 
debe partir de condiciones adecuadas para su materialización. La informa-
ción debe ser, por tanto, veraz, imparcial, y objetiva; no debe ser tergiversada 
o manipulada, transformada o errónea. Todo ello con la finalidad de no hacer 
incurrir en un error a aquel que la recibe.
• La información genera democracia, en la medida en que los ciudadanos re-
ciben su contenido genuino y se forman una convicción sobre lo que se está 
poniendo en su conocimiento. De este modo disponen de su autonomía para 
expresar su opinión y generar democracia dentro de los espacios sociales 
propios para ejercitar su derecho.
• La información debe respetar los derechos fundamentales de los ciudadanos 
y debe estar separada de la libertad de opinión. El receptor debe ser capaz de 
distinguir cuál es cada una de ellas para que no se distorsione su contenido 
y pueda libremente tomar su propia opinión sobre la noticia. Además de sus 
cualidades (veraz, imparcial, transparente y objetiva), la información debe 
poseer un valor social de gran significación; de lo contrario alimentaría el 
morbo o la curiosidad social.
• La libertad de información y opinión se concreta desde diversos ámbitos. En 
especial para este escrito, se puede evidenciar el tratamiento diferencial fren-
te a personas públicas y personas privadas, que se determina en la relación 
establecida entre su comportamiento y el ejercicio social. Se debe delimitar el 
interés trascendente para la sociedad y al mismo tiempo la forma de ejercitar 
tales derechos frente a cada uno de los tipos de personas sobre las cuales se 
informa o se opina. Las primeras tienen un umbral diferente a las segundas: 
mientras las personas públicas soportan comentarios y aseveraciones fuertes 
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dentro de la sociedad, las privadas tienen un ámbito de protección más am-
plio debido a que su margen de intimidad se convierte en un elemento que 
defiende su posición frente a la sociedad.
• Así pues, el anterior aspecto llama a la amplitud de ejercicio de la libertad de 
expresión por su proximidad a lo que desea la sociedad democrática frente al 
control y vigilancia a la gestión pública. En consecuencia, minimiza la garan-
tía de otros derechos que pudieren estar en controversia, sin que ello quiera 
decir que en un momento dado los tengan y se los reconozcan.
• La libertad de opinión tiene un ámbito de protección más amplio en su ejer-
cicio, pues proviene de una posición subjetiva de quien la emite. Coartarla 
significaría restringir el pensamiento. Sin embargo, esto no quiere decir que 
la opinión se pueda vertir de cualquier forma.
• Los límites a la libertad de opinión se concretan en el respeto a la dignidad de 
las personas sobre las que se habla. Tal derecho parte de expresar la opinión 
con relación a informaciones. En este sentido, el contenido de la información 
no debe ser descontextualizado o erróneo.
• De lo anterior podemos observar diferencias marcadas. Por un lado, el de-
recho a informar se fundamenta en la distribución de información, la cual 
debe ser veraz e imparcial de manera que no transgreda los derechos de 
quienes la reciben; el derecho a opinar, en cambio, se encuentra en una 
órbita totalmente distinta, pues constituye una expresión propia del ser 
humano, que utiliza generalmente quien recibe la información como un 
mecanismo orientador. La información como tal no es el único medio de 
adquisición; el periodismo de opinión es un medio propicio para adquirir 
información con contenido subjetivo (T 1198 de 04). 
• La libertad de información se encuentra sometida a un test para evitar que 
vulnere otros derechos fundamentales.
• Frente a la información y opinión en asuntos judiciales, debe efectuarse y esta-
blecerse un trato especial. En este caso se están debatiendo otros valores funda-
mentales de las personas que están siendo investigadas y juzgadas por el poder 
punitivo del Estado como son: el debido proceso y la presunción de inocencia. 
• A propósito del cubrimiento de noticias judiciales, el debido proceso debe ser 
respetado por el medio de comunicación que informa, tanto en lo relaciona-
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utilización de un lenguaje que sin ser especializado no distorsione el conteni-
do de la información. Por otra parte, el medio de comunicación no puede su-
plantar la labor del operador jurídico, haciendo juicios de valor sobre el caso 
que se está ventilando ante la sociedad. Tales juicios solo pueden ser emitidos 
por la autoridad judicial en el fallo que ponga fin al proceso; fuera de ello, las 
autoridades judiciales no pueden realizar opiniones de los procesos judicia-
les, toda vez que ponen en peligro los derechos fundamentales de los sujetos 
procesales, especialmente el debido proceso en lo que hace referencia a la 
imparcialidad y a la presunción de inocencia. 
